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Hay algunos casos gruesos de denuncias sobre 
el mal manejo de los recursos públicos que no han 
tenido mayor repercusión. A más de los casos ano-
tados en el ámbito petrolero, como muestra cabe un 
botón: la venta del ingenio ECUDOS (antes AZTRA) a 
un grupo peruano en el año 2011, con apenas 13 millo-
nes de dólares en efectivo (que corresponde al 10% 
del valor ofertado) y 90% de financiamiento asegurado 
por el Estado, a una tasa de interés del 5%, ha sido 
duramente cuestionada. Este pago al contado resulta 
muy modesto si se toma en cuenta que ECUDOS obte-
nía importantes utilidades en años precedentes y que 
en caja, al momento de la venta, había 20 millones de 
dólares. No se puede dejar de mencionar las denuncias 
vinculadas a una serie de contratos con entidades del 
Estado por parte del hermano del presidente de la 
República, las cuales han tenido como única respuesta 
judicial la sanción a los periodistas que denunciaron 
tales hechos.

Tampoco se puede ocultar que, en algunos puntos 
relativos a los derechos laborales, en la Constitución se 
introdujeron algunos cambios que han sido interpreta-
dos como pérdida de las conquistas de los trabajado-
res, sobre todo de aquellos que laboran en entidades 
y empresas públicas. En este gobierno, especialmente 
luego de la Asamblea Constituyente, los golpes al dere-
cho laboral, particularmente a los servidores públicos, 
son constantes, instaurándose un sistema de compra 
de renuncias obligatorias (Decreto 813), con el que se 
ha despedido a miles de funcionarios públicos.

Al cabo de cinco años, se mantiene una elevada 
dependencia del petróleo en la economía nacional, 
tema en extremo preocupante si se sabe que las reser-
vas petroleras demuestran claros síntomas de agota-
miento y no se visualiza una estrategia clara enfocada 
a construir una economía postpetrolera y menos aún 
postextractivista. Todo lo contrario, el gobierno pro-
mociona activamente la megaminería. Es decir, alienta 
e impone una modalidad de acumulación pasadista, lo 
cual no conlleva reducir la dependencia y la disminu-
ción de la vulnerabilidad externa.

Las respuestas intolerantes del gobierno son cada 
vez mayores. En base a leyes de los anteriores gobier-
nos oligárquicos, para poder sostener y aún ampliar 
el modelo extractivista, se recurre a la criminalización 
de la protesta social persiguiendo por lo pronto a 
unos 200 líderes populares defensores de la vida y la 
Naturaleza, a los que se acusa de terrorismo y sabo-
taje. Mientras que, por otro lado, con políticas sociales 

clientelares se pretende dividir o al menos debilitar a 
los movimientos sociales, particularmente indígenas. 
A esto se suma un sostenido ataque político en con-
tra de dichos movimientos. Detrás de esta estrategia 
de destrucción del tejido social organizado se con-
solida un poder cada vez más autoritario, vertical y 
centralista.

El indispensable reposicionamiento del Estado, 
al no abrir los espacios de participación e inclusión, 
frena las tendencias descentralizadoras que incluso se 
plasmaron en la Constitución de Montecristi, dando 
paso a nuevas prácticas centralizadoras, que tarde o 
temprano volverán a exacerbar la cuestión regional. 
De hecho, en cinco años de gobierno, el correismo no 
ha avanzado en la construcción de un Estado plurina-
cional e intercultural, más bien parece empeñado en 
reeditar una suerte de Estado de bienestar de corte 
socialdemócrata clientelar. El abuso de los proyectos 
de ley de carácter económico urgente y el repetido 
veto legislativo presidencial recuerdan las épocas más 
autoritarias del pasado neoliberal. 

Se consolida, no hay duda, un nuevo caudillo en la 
historia nacional. 

De lo hecho hasta ahora no se puede desprender 
un cambio revolucionario. Más allá de los discursos 
grandilocuentes y de los ofrecimientos de cambios 
radicales, no hay una transformación de la modalidad 
de acumulación, se mantiene la esencia extractivista y 
no se quiere afectar la concentración de la riqueza. 
Está en marcha la reconstrucción o readecuación del 
modelo económico neocolonial,  esta vez más ali-
neado al eje de China, en medio de un proceso de dis-
puta hegemónica mundial. A partir de esa readecua-
ción se articula a la financiarización transnacional del 
país, permitiendo la configuración de un nuevo 
esquema de dominación en el que participan viejas y 
nuevas oligarquías. El Estado emerge palanca de esta 
lógica de acumulación extractivista. Este esfuerzo 
representa, en realidad, una modernización periférica 
del capitalismo ecuatoriano, en los términos concebi-
dos por el gran pensador ecuatoriano Agustín Cueva. 
El propio presidente Correa reconoce esta realidad. Al 
cumplir 5 años de su gestión, en entrevista al diario 
gobiernista El Telégrafo (15/01/2012), Correa dijo que 
“básicamente estamos haciendo mejor las cosas con el 
mismo modelo de acumulación, antes que cambiarlo, 
porque no es nuestro deseo perjudicar a los ricos, pero 
sí es nuestra intención tener una sociedad más justa y 
equitativa.” 

15 de marzo del 2012

Juan Paz y Miño— Cronista de la ciudad de Quito y profesor universitario.

Juan J. Paz y Miño Cepeda

Luces y sombras de la revolución ciudadana

La revista La Tendencia me solicitó hacer un 
balance de los cinco años del gobierno del pre-
sidente Rafael Correa (2007-2011). Por mi profe-
sión, debería optar por un análisis estrictamente 
historiográfico, pero la revista es un espacio 
para el debate entre las izquierdas. Así es que 
espero contribuir a ello con este texto.

Comenzaré sosteniendo que si algo habían ade-
lantado las ciencias sociales ecuatorianas desde la 
década de los 70 del pasado siglo, cuando comenzó 
su auge, en un ambiente crítico y renovador que era 
general en toda Latinoamérica, fue comprender que 
Ecuador era un país que despegaba plenamente su 
desarrollo capitalista y que, en tales circunstancias, 
cada vez más estaba atravesado por clases sociales, 
cuyos intereses definían la conflictividad política. En 
términos del marxismo, que tenía enorme influencia 
por entonces, investigar sobre la sociedad ecuatoriana 
implicaba analizar su lucha de clases.

La sociología conceptual e institucional que se 
ha impuesto en los últimos tiempos, con un lenguaje 
que ideologiza la realidad, ha descuidado el análisis 
de la conflictividad política desde el punto de vista 
de la trama de intereses sociales en juego, y ha privi-
legiado examinar el rol del individuo en la historia, el 
estilo de gobierno, y el régimen político institucional. 
A ella se ha sumado la pobre politología periodística, 
que a través de opiniones, editoriales e informativos, 
ha convertido a la política ecuatoriana en un asunto 
en el que predominan las visiones sobre el “caudillo”, 
el “populismo” o “neopopulismo”, el “hiperpresiden-
cialismo”, el “autoritarismo”, el “personalismo”, el 
“monarca”, “su majestad”, etc., de lo cual deriva, tam-
bién en forma irremediable, que el sistema político y 
la lucha por el poder en Ecuador, orbitan en torno a la 
figura de Rafael Correa, como el “malo de la película”, 
que pretende “controlarlo todo”, que es “totalitario”, 
que cierra cualquier diálogo y ataca al que se pone al 
frente, que insulta en las “sabatinas”, etc.

¿Hablamos seriamente de ciencia social?

Parece olvidarse, entonces, que en las confron-
taciones políticas del Ecuador contemporáneo no 
están en juego asuntos personalistas, caudillistas, 
populistas, institucionales, hiper-presidencialistas, ni 
de estilo de gobierno, sino profundos asuntos estruc-
turales, sociales e históricos. Me referiré, primero, a la 
economía. 

Desde 1982, Osvaldo Hurtado (1981-1984) des-
pertó las primeras medidas “neoliberales”, aunque su 
gobierno más bien fue reformista y tenía, por enton-
ces, ciertas inclinaciones sociales. Con Febres Cordero 
(1984-1988) la “reconstrucción” puso las bases de un 
modelo económico que, en adelante, lo único que hizo 
es crecer y desarrollarse. Rodrigo Borja (1988-1992) 
no lo revirtió, aunque, como Hurtado, tuvo tintes 
sociales y reformistas. Sixto Durán Ballén (1992-1996) 
retomó el modelo económico inaugurado por Febres 
Cordero y lo potenció como nunca antes. Desde 1996 
en adelante, no hubo gobierno que se haya apartado 
del “modelo” en camino, aunque Alfredo Palacio 
(2005-2007) en algo se refrenó.

A ningún científico social se le ocurriría decir que 
el “modelo” de aquellas décadas fue obra del “comu-
nista” Osvaldo Hurtado (pues así se lo tenía entre los 
empresarios y militares), o del “autoritario” Febres 
Cordero, o del “loco” Bucaram, del “corrupto” Mahuad 
o del “populista” Lucio Gutiérrez.

Aquellos economistas que ahora dicen que nunca 
se aplicó en Ecuador el “modelo neoliberal”, tratan de 
desvirtuar una realidad: entre 1982 y 2006 se impuso 
un “modelo empresarial” de desarrollo, que privilegió 
los intereses de las cámaras de la producción, que 
respondió a los condicionamientos del Fondo Moneta-
rio Internacional y del Banco Mundial, que enfatizó en 
las privatizaciones, el retiro del Estado, la flexibilidad 
laboral, la destrucción de los servicios públicos, los 
buenos negocios, el mercado libre, la inversión abierta 
del capital extranjero, la globalización transnacional, 
la subordinación de la economía nacional a los vaive-
nes del aperturismo y la libre competencia.
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Por cierto, no era un “modelo” inventado en 
Ecuador. Cualquier científico social sabe bien que era 
un modelo inducido y forzado sobre América Latina, 
que comenzó a desarrollarse cuando la región inició, 
a su vez, la crisis de la deuda externa, precisamente 
en 1982. No era un modelo de gente perversa ni de 
presidentes ecuatorianos que creían que con ello sim-
plemente salvaban al país. Ni bueno, ni malo. Era un 
modelo identificado, ante todo, con los intereses del 
capital transnacional y las cámaras de la producción.

Ese modelo polarizó al Ecuador: mientras empre-
sarios, banqueros y cámaras de la producción eran 
dueños del país, concentraban la riqueza y hacían 
buenos negocios, a la población se le exigía “sacrifi-
cios” y “comprensión” (algo parecido ocurre en Grecia, 
hoy), en tanto se deterioraban, sistemáticamente, las 
condiciones de vida, el trabajo, los derechos laborales, 
se acumulaba el desempleo (promedio 10%), el subem-
pleo (promedio 60%), la emigración crecía, colapsaba 
la seguridad social así como la atención en medicina y 
salud, la educación pública era un desastre, etc.

¿Qué ha ocurrido desde 2007 en adelante?

No es Correa el que ha implantado un nuevo tipo 
de economía desde 2007. No es un asunto personal. 
Recuperar el papel regulador del Estado es una ten-
dencia histórica a saltos y a brincos desde la Revolu-
ción Juliana (1925), con el propósito de someter a los 
grupos de poder privado bajo los intereses del país, 
lo cual significa, en definitiva, a intereses sociales más 
amplios. Se cumple un objetivo histórico anti-oligár-
quico, pues de las oligarquías ecuatorianas ha prove-
nido siempre el discurso y la posición anti-estatista.

A grandes rasgos, la economía inaugurada en 
2007 tiene un nuevo cuadro: institucionalidad estatal, 
reestructuración de la deuda externa, reforma estruc-
tural del sistema de impuestos (SRI), potenciación de 
los servicios públicos y particularmente el IESS, salud y 
medicina (que ha sido la más atacada por sus ineficien-
cias), el programa Manuela Espejo a cargo de la Vice-
presidencia, educación a todos los niveles, obras públi-
cas e infraestructura (carreteras, electricidad, vivienda, 
etc.), crédito popular, etc. 

Se acabó el modelo empresarial. No hay más 
intromisión del FMI ni de entidades internacionales. 
Hay la búsqueda por nuevas relaciones económicas 
en el mundo y particularmente con América Latina. Si 
los empresarios y los economistas que responden a su 

visión consideran que la eco-
nomía se ha “ideologizado” 
con principios como sobera-
nía, nacionalismo y dignidad, 
ha de ser por algo.

A regañadientes, hasta 
las derechas reconocen el 
gasto social del gobierno, 
inédito en la historia del 

Ecuador y más aún si se lo compara con el gasto social 
de los gobiernos sucedidos desde 1979. Y a todo ello 
hay que sumar los subsidios y bonos, que los opo-
sitores coinciden en calificar como simples medidas 
clientelares, cuando en Europa y Canadá son parte de 
las políticas de los Estados de Bienestar, al menos en 
aquellos países en los que aún no han comenzado a 
desmontarse.

El régimen correísta no ha acabado con el sistema 
de empresa privada. Allí se puede encontrar bases 
para afirmar que el Socialismo del Siglo XXI ni siquiera 
ha comenzado. Peor todavía si alguien más quiere 
pensar que el socialismo implica la estatización como 
camino creciente, lo cual es colocarse fuera de la his-
toria, pues el socialismo estatista hace tiempo que se 
derrumbó. Y mientras los empresarios ecuatorianos 
critican al régimen por “izquierdista”, “estatista”, 
“chavista” y “comunista”, e incluso las cámaras de la 
producción saben bien que la economía dejó de estar 
bajo sus órdenes, los sectores de izquierda opositora 
cuestionan al régimen por el “modelo extractivista” 
en el que se halla, por los contratos petroleros “neoli-
berales”, por la “debilidad” en la negociación sobre el 
Yasuní, por la probable suscripción de un TLC (tam-
bién “neoliberal”) con Europa, por la “falta” de logros 
sociales y por cualquier otro asunto puntual que calce 
dentro de la crítica global que se pretenda.

Los resultados de la Revolución Ciudadana

Oligarquías, derechas radicales e izquierdas 
opositoras se niegan a reconocer los resultados más 
importantes en la economía y los logros sociales. 
Debieran leer con detenimiento los informes y estu-
dios de la CEPAL sobre la economía ecuatoriana, para 
tener a un informante neutral, ajeno al país y que da 
cuenta que la economía de Ecuador está creciendo y, 
sobre todo, que la situación social y laboral ha mejo-
rado ampliamente, a despecho de la “criminalización 
de la protesta social” que algunos encuentran en cada 
paso. Más aún si se lo compara con el pasado, que es 
como se compara en historia, y no con lo que falta por 
hacer en el futuro. 

Por cierto, la nueva economía o “modelo” se 
inscribe en un proceso que rebasa al Ecuador, pues 
forma parte de las nuevas orientaciones económicas 
que comenzaron a marcar varios países latinoamerica-
nos, manejados por gobiernos de la “nueva izquierda”, 
como gustan de calificarlos una serie de trabajos 

Parece olvidarse la oposición que en las confrontaciones políticas del 

Ecuador contemporáneo no están en juego asuntos personalistas, 

caudillistas, populistas, ni el estilo de gobierno, sino profundos asun-

tos estructurales, sociales e históricos.

Luces y sombras de la revolución ciudadana

sociológicos en la región. Y, además, el tipo de eco-
nomía inaugurada no es, para nada, del gusto de las 
“grandes potencias imperialistas”, que particularmente 
ubican a Ecuador, Bolivia y Venezuela en el mismo 
“saco” ideológico y político, sin capacidad alguna para 
ver sus diferencias.

Los logros del proyecto en la política

Debería recordarse que a la “economía empresa-
rial” acompañó la hegemonía de un Estado-de-partidos, 
manejado por la “clase política”, cuya irresponsabili-
dad histórica se reflejó en una frase, durante la caída 
de Lucio Gutiérrez (2003-2005): “¡que se vayan todos!”.

El Movimiento Alianza País, que se constituyó en 
una coalición de fuerzas progresistas, democráticas 
y de izquierdas, capitalizó las reacciones políticas 
del periodo anterior. Durante las dos vueltas presi-
denciales originarias de la “Revolución Ciudadana” la 
consigna de los partidos políticos tradicionales, sus 
seguidores y las “derechas”, fue ¡todos contra Correa! 
Después, esos mismos sectores apuntaron en con-
tra del proceso constituyente que se inauguró con el 
nuevo gobierno y cuyo eje fue la reunión de una Asam-
blea Constituyente en Montecristi y la aprobación de la 
Constitución en 2008. Hasta hoy atacan como “mamo-
treto” a esa Constitución.

La estabilidad gubernamental en cinco años y con 
apoyo ciudadano es innegable y contrasta con el ciclo 
1996-2006 donde hubo siete gobiernos, una efímera 
dictadura y tres presidentes derrocados. En ocho proce-
sos electorales ha sido apuntalado el nuevo ciclo político 
para el Ecuador, que coincide con la nueva fase histó-
rica que vive Latinoamérica. No obstante, las fuerzas de 
oposición han bastardeado sistemáticamente esos pro-
cesos como “populistas”, “demagógicos” o de “demo-
cracia plebiscitaria”. La evidente participación ciuda-
dana es devaluada, sosteniéndose que el pueblo acudió 
a las urnas “engañado”, “hipnotizado” y conquistado 
por las “sabatinas” del presidente Correa, convertidas, 
además, en espacios de “insultadera” y mentira. Casi lo 
mismo han sostenido algunos personajes identificados 
con la academia y las izquierdas opositoras.

Ante tanto “despiste”, por lo menos cabría pre-
guntarse: ¿Correa fue quien liquidó a los partidos o es 
que ellos estaban históricamente agotados? Alianza 
País obtuvo mayorías desde el comienzo. Por eso la 
convergencia de propósitos y las coincidencias entre el 
Ejecutivo y la Asamblea Nacional, donde la oposición 
siempre tuvo minoría. A fin de quebrar esa “alianza”, 
la oposición política constantemente denigró a la 
Asamblea y a los asambleís-
tas de Alianza País, tildándo-
los de “borregos” de Correa. 
La estrategia para minar al 
Legislativo consiguió que, 
en el último año, Alianza 
País pierda la mayoría en la 

Asamblea. Esa situación ha sido contrarrestada con los 
vetos presidenciales y la dureza del Ejecutivo. En lugar 
de ver en todo ello las diversas fuerzas actuantes en 
la política, la simpleza analítica concluye: “Correa lo 
único que quiere es controlar todo”...

Los avances en la institucionalidad

En los últimos cinco años ha venido construyén-
dose una institucionalidad estatal distinta a la del 
pasado y que, en mucho, es reconstrucción de aquello 
que destruyó el esquema privatizador y de retiro del 
Estado. Después de una década con siete gobiernos, en 
la que se demostró la crisis del Ejecutivo, la recupera-
ción de sus roles en el sistema presidencial es criticada 
como “hiper-presidencialismo”. Y todo ello es enten-
dido, pero al revés, como que “ahora se están destru-
yendo las instituciones del Estado”...

La última acción de Correa para captar totalmente 
al Estado, según los opositores, ha sido el “meter 
mano” en la justicia, gracias a la consulta popular 
de mayo de 2011, que facultó al Ejecutivo iniciar un 
proceso de amplia reforma de la Función Judicial. La 
trampa de los debates jurídicos (o la “judicialización 
de la política”) ha impedido ver con claridad que la 
Función Judicial era la más “atrasada” en Ecuador al 
lado de las otras funciones del Estado. La ideología 
jurídica pretende que la realidad se sujete al “orden 
jurídico”, sin comprender que los cambios sociales 
inevitablemente (no es un asunto de perversidad legal) 
pasan por alterar ese mismo orden.

Así, pues, el argumento de que “Correa ha bus-
cado durante cinco años acumular más y más poder”, 
tiene lógica desde la perspectiva de la oposición de 
derechas y la lucha política que ella libra. Lo mismo 
se ha dicho en otros tiempos históricos ecuatorianos, 
cuando se imponían cambios que afectaban a secto-
res otrora privilegiados, como ocurrió, por ejemplo, 
durante la época alfarista (1895-1912) o durante la 
Revolución Juliana (1925).

En los cinco años de gobierno, la oposición anti-
correísta —que debería verse como la oposición a un 
proyecto de sociedad, de economía, institucional, etc. 
y no como un asunto personalista— se ha concentrado 
en las cámaras de la producción (que, por cierto, guar-
dan “prudente silencio” y ahora solo aparecen de vez 
en cuando), los partidos políticos del viejo “Estado-de-
partidos”, una gama de sectores rupturistas o desafec-
tos con el régimen, algunos dirigentes sociales (parti-
cularmente líderes indígenas) y los grandes medios de 
comunicación. A veces la coincidencia de argumentos 

No es Rafael Correa quien ha implantado un nuevo tipo de economía 
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del Estado es una tendencia histórica.



7776 P O L Í T I C A S  P Ú B L I C A S

entre todos no permite distinguir quien proviene de la 
“derecha” o de la “izquierda” crítica.

La oportunidad en la que con mayor claridad se 
vio la ubicación de esas fuerzas sociales ocurrió el 
30 de septiembre de 2010. Ese día, al golpismo que 
intentaron poner en marcha las derechas más recalci-
trantes, se unieron algunas dirigencias indígenas, de 
trabajadores y de varios partidos que se autodefinen 
de izquierda. Toda la oposición ha tratado, desde 
entonces, de minimizar lo ocurrido, de culpar a Correa 
por los acontecimientos y de negar que lo que se fra-
guó aquel día fue un intento de golpe de Estado que 
derivó en intento de magnicidio.

Los límites históricos y las debilidades del proyecto

A todo lo señalado añadiré que más allá del 
“estilo” de gobierno, que para algunos es fundamental, 
encuentro que el proyecto en marcha tiene dos límites 
históricos: el uno, que no ha generado una organiza-
ción ni una movilización social capaces de sustentar 
el proyecto en el largo plazo, como ocurre, en cambio, 
en Venezuela, donde las bases sociales están mejor 
asentadas. De allí deriva (y no en ningún “carisma” del 
presidente, ni otro disparate similar) el sustento del 
gobierno en la conducción que impone Rafael Correa 
y el predominio que tiene el Ejecutivo en un sistema 
presidencial, al que ahora también califica la sociología 

conceptual como “presidencialismo fuerte”. Y dos, que 
el modelo requiere de crecientes inversiones estatales, 
las cuales siguen dependiendo de procesos de acumu-
lación asentados en el sector primario y, ante todo, de 
los altos precios petroleros. Un derrumbe exportador 
del petróleo bien podría poner en jaque a la continui-
dad del proyecto.

Señalaré también que encuentro serias debilida-
des del proyecto correísta en algunos campos: la cul-
tura; los programas del bachillerato en el área de los 
estudios sociales; la educación superior, en la que la 
reforma es importante, pero sujeta todavía a una serie 
de absurdos sobre la titulación y un enfoque dogmá-
tico sobre el desarrollo de las ciencias puras; el trato 
con los dirigentes sociales e indígenas, sobre quienes 
hay que hacer un renovado esfuerzo de acercamiento; 
y el avance en la democratización de la propiedad 
sobre los medios de producción, que incluye el tema 
de la reforma agraria y una mayor socialización de las 
utilidades empresariales.

Finalmente, observo que para las elecciones de 
2013, tal como ocurrió en 2006, hay una convergencia 
de fuerzas opositoras que van desde la derecha hasta 
la izquierda rupturista, que ahora levantan la consigna 
de ¡Todos contra Correa! aunque su preocupación cen-
tral será captar el Legislativo, donde con una mayoría 
de oposición pueden crear dificultades o frenar al pro-
yecto correísta, según es su visión. 

El proyecto tiene dos límites históricos: que no ha generado una 
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La disputa del sentido  
de la revolución ciudadana

Todo proceso de transformación social lleva 
en sus entrañas una dinámica que unas veces 
aparece como un río que fluye sereno y otras 
como una tormenta provocada por un huracán.

Durante los cinco años de la Revolución Ciu-
dadana se ha verificado la presencia de ese tipo de 
momentos diferentes. El fluir del proceso durante el 
primer período en el que la mayoría de la población 
se adhirió a la propuesta de cambio político, que con-
dujo a la Asamblea Constituyente en Montecristi y a la 
aprobación de la nueva Constitución en septiembre de 
2008. El flujo accidentado, con marchas y contramar-
chas, en el período transcurrido luego de la reelección 
del presidente Correa, en abril del 2009, ha significado 
el ejercicio más complejo del gobierno. Aquí se inclu-
yen los tormentosos momentos que vivió el país el 
30 de septiembre de 2010, con el intento de golpe de 
Estado.

En este escenario dinámico se libran en el pre-
sente las disputas por el sentido de la Revolución Ciu-
dadana en el Ecuador.

El contenido de la Revolución Ciudadana

En su contenido simbólico, la Revolución Ciu-
dadana es una propuesta de transformación radical. 
Alude a la caducidad del viejo régimen político, para el 
cual encontró incluso un mote: el régimen de la parti-
docracia. Se propuso entonces su reemplazo por uno 
nuevo, en el que los ciudadanos se expresen y ejerzan 
de otra manera su mandato sobre las instituciones del 
Estado.

Se alude, también, a la necesidad de alterar el 
viejo estado de cosas, caracterizado por la inequidad, 
la injusticia social, la ausencia de democracia, el mal 
manejo de la cosa pública, la exclusión social, la falta 
de soberanía nacional y la corrupción.

Son alusiones simbólicas en el discurso del líder 
de la Revolución Ciudadana, el presidente Rafael 
Correa, las cuales han merecido el reiterado apoyo 
electoral del pueblo ecuatoriano, en las distintas 

convocatorias a las urnas que se han realizado a lo 
largo de los cinco años de gobierno.

En su contenido programático, la propuesta de la 
Revolución Ciudadana se ha centrado en el reemplazo 
del manejo neoliberal de la economía y en la cons-
trucción de una institucionalidad estatal acorde con 
los objetivos de equidad social y territorial, y con los 
requerimientos de eficacia y eficiencia en la ejecución 
de las políticas públicas. También en su contenido 
programático, la Revolución Ciudadana ha impulsado 
políticas y acciones orientadas al ejercicio de la sobe-
ranía nacional, en su interlocución con los polos del 
poder hegemónico mundial.

Como producto histórico, la Revolución Ciuda-
dana es el resultado de luchas sociales que en los 
diez años previos a su instauración cuestionaron 
de manera radical, en algunos momentos con altos 
niveles de movilización, la propuesta neoliberal hege-
mónica y la pérdida de legitimidad de la democracia 
representativa en el Ecuador. En tal sentido, la Revo-
lución Ciudadana es la culminación de la etapa de 
las olas sociales que se levantaron una década atrás 
contra la descomposición del gobierno del PRE; en 
1999 contra el atraco bancario y la depredación de 
la moneda nacional, y el empobrecimiento masivo 
del 2000 en adelante; en oposición a los Tratados de 
Libre Comercio, contra la apropiación transnacional 
del excedente petrolero, y el entreguismo del gobierno 
de Lucio Gutiérrez, al que lo revocó de mandato el 
movimiento forajido del 2005. La Revolución Ciuda-
dana, entonces, forma parte de la corriente social que 
en América Latina ha dado lugar a la emergencia de 
gobiernos nacionalistas, democráticos y populares.

En este espacio histórico, la Revolución Ciuda-
dana expresa —al mismo tiempo— la fuerza simbó-
lica de la transformación radical del viejo régimen; 
y la complejidad de la representación política de un 
movimiento social caracterizado por una multitud de 
visiones, intereses, demandas, prácticas e identidades 
heterogéneas e incluso contradictorias entre sí.


